PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, expresa su beneplácito ante la decisión del Gobierno y Pueblo de la hermana República de Bolivia al disponer la nacionalización de las reservas de hidrocarburos, recuperando la propiedad, la posesión y el control absoluto de dichos recursos estratégicos y la expropiación de títulos a los fines de obtener para el Estado Boliviano la mayoría accionaria para la Empresa Estatal, asegurando la soberanía en las políticas de comercialización petrolera tanto en el plano interno como externo.

Sr. Presidente:

En el actual contexto de la política internacional, la valiente decisión del Presidente Evo Morales, con el apoyo manifiesto del pueblo boliviano, resulta un hecho de suma trascendencia para un país con tremendas asimetrías y económicamente expoliado, el que tendrá a partir de ahora la posibilidad de contar con un recurso estratégico de alta incidencia en la economía nacional, asegurando la implementación de políticas de crecimiento disminuyendo los niveles de pobreza y desigualdad en las que se encuentran sumidos nuestros hermanos bolivianos.

La decisión pone en el centro del debate para los demás pueblos latinoamericanos la posibilidad de implementar políticas en defensa de los recursos propios de cada país, mayoritariamente enajenados como consecuencia de las políticas impulsadas en la “década de la globalización”.

Los conflictos generados históricamente en relación a la explotación de hidrocarburos por empresas transnacionales, tuvieron como característica las presiones de los organismos financieros internacionales, intentando condicionar las políticas económicas y sociales de los países productores.

En efecto, ya en los gobiernos de Hipólito Irigoyen y Marcelo T. de Alvear se evidenciaron los intereses económicos de capitales norteamericanos y europeos intentando torcer las decisiones de nuestra política petrolera. La respuesta de los gobiernos radicales fue clara y se tradujo en la consolidación de Yacimientos Petrolíferos Fiscales a través del empuje decidido del Gral. Mosconi. Por su parte, ya en los 60s, el Gobierno de Arturo Illia, tal cual se había comprometido en la campaña electoral, dispuso en una medida de trascedencia la anulación de los contratos petroleros.

Estas decisiones soberanas afectaron intereses multinacionales vinculados al negocio de los hidrocarburos, sectores que no estuvieron ajenos a la acción desestabilizadora propiciatoria del derrocamiento de gobiernos democráticos en diversas etapas históricas de la Argentina.

La gestión Menem “puso fin” a esas presiones, rindiéndose incondicionalmente a las exigencias multinacionales y privatizó los hidrocarburos en un proceso escandaloso –acompañado a pie juntillas por los legisladores santacruceños durante el Gobierno Provincial de Kirchner-, colocando al país en una situación de mayor dependencia al ceder sus reservas petroleras, por lo que de país productor pasamos a comprar en el mercado internacional. Es en ese contexto que no hace mucho tiempo atrás, en ocasión de la reunión de mandatarios americanos en la Cumbre de las Américas, se destacó como un hito de importancia histórica el ingreso de un barco con gas oil venezolano a la Argentina.

En la gestión Duhalde se intentó implementar el impuesto del 20 % a la extracción en boca de pozo, decisión política abortada por las provincias patagónicas encabezadas por Santa Cruz, cediendo a las presiones de las petroleras. En la actualidad no existe un control estatal efectivo de la extracción, ya que las privatizadas tributan sobre la base de declaraciones juradas en relación al volumen extraído de nuestro subsuelo.

La Argentina que fuera históricamente un país exportador de hidrocarburos,  en la actualidad debe importarlo con el consecuente deterioro en términos económicos, ya que según informes, el costo de extracción de petróleo en nuestro país oscila en el orden de u$s 4,5 el barril, mientras que su venta en el mercado internacional es casi u$s 70 por unidad, además del escaso beneficio que recibe el país en concepto tributario por las razones referidas precedentemente.

Es por ello que la decisión del Gobierno de Bolivia de disponer la nacionalización de los hidrocarburos debe ser apoyada, coadyuvando a fortalecer tales políticas en un contexto internacional que no escatimará esfuerzos para torcer la voluntad soberana de las naciones.

Por lo expuesto se solicita a los Sres. Legisladores a prestar su aprobación a la presente iniciativa.

